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LA SUSCRITA SECRETARIA DEL 

JUZGADO SEGUNDO CIVIL MUNICIPAL DE SANTA MARTA 

HACE SABER: 

Que mediante auto de fecha veintisiete (27) de octubre de 2022, esta sede judicial resolvió:  

PRIMERO: VINCULAR al presente trámite constitucional a los ciudadanos VALENTINA BERNAL 

BUELVAS, identificada con la C.C. No 57442039, YENNY ESTER CHEDRAUY identificada con 

la C.C. No 57437023, JORGE ANTONIO CASADIEGO MANOSALVA, identificado con la C.C. 

No 13362142, ORLANDO CASADIEGO CARDENAS, identificado con la C.C. No 7602595, 

ORLANDO ANTONIO URECHE BLANCO, identificado con la C.C. No 12609670, ROSARIO 

ALVAREZ RAMOS, identificada con la C.C. No 33191592, JAVIER DOMINGUEZ GUTIERREZ DE 

PIÑERES, identificado con la C.C. No 8749287, RAFAEL ALFONSO VILLAFAÑA CELEDON, 

identificado con la C.C. No 19612858 y JOSE RAMON FUENTES ROJAS, identificado con la 

C.C. No 70.032.745, para que, dentro del término de veinticuatro (24) horas siguientes a la 

notificación de esta provincia, comparezcan al presente asunto constitucional. SEGUNDO: 

por secretaria, elabórese los avisos correspondientes, con la finalidad que comparezcan al 

caso sometido a estudio todas aquellas personas que se encuentre ocupando o tengan un 

interés legítimo sobre los bienes inmuebles ubicados en la calle 19 # 5-45 y en la Calle 19 # 

5-51 de esta ciudad, los cuales deberán ser fijados en la entrada principal de los mismos. 

Para lo cual se le otorga el termino de veinticuatro (24) horas, contadas a partir de la 

notificación de este proveído. De igual forma, realícese la publicación respectiva en el 

micrositio asignado para este Despacho en la página de la Rama Judicial.” 

Se fija el presente aviso en la cartelera del juzgado, en la página web de la Rama Judicial 

(Aviso a la comunidad Juzgado Segundo Civil Municipal de Santa Marta) y en la puerta de 

entrada del Edificio Benavides Macea (sede de este despacho), hoy veintisiete (27) de 

octubre de dos mil veintidós (2022).  
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Señor 

JUEZ  DE  SANTA MARTA (REPARTO)  

E. S. D.  

 

 

Referencia: ACCIÓN DE TUTELA  

Accionante: Cooperativa Multiactiva de los asociados de la quinta (COOPMULSOQ)   

Accionado(s): Alcaldía  Distrital de  Santa Marta – Secretaria de  gobierno de  Santa Marta – Unidad     

                         defensora del  espacio  publico  (UDEP). 

 Medidas: SOLICITUD EXPRESA DE MEDIDA PROVISIONAL. 

 

JUAN PABLO MEJIA CORDOBA, mayor y vecino de la ciudad de Santa Marta, identificado con la 

cédula de ciudadanía No. 1.083.015.332  expedida en Santa Marta, portador de la T.P. 389941 del 

Consejo Superior de la Judicatura, actuando en calidad de apoderado judicial de la Cooperativa 

Multiactiva de los asociados de la quinta (COOPMULSOQ) representada  legalmente por el Sr. Jairo 

Alberto  Castillo Gracia identificado con  cedula de ciudadanía No 12.547.216, según poder anexo, quien 

actúa en calidad de accionante  contra la Alcaldía  Distrital de  Santa Marta – Secretaria de  gobierno de  

Santa Marta – Unidad  defensora del  espacio  publico  (UDEP) para que le sean protegidos los derechos 

fundamentales  establecidos como  violación al debido proceso,  al  trabajo y a  la  igualdad.  Los 

cuales están siendo desconocidos y amenazados en la  siguiente  forma: 

 

HECHOS. 

 

1. Las personas afiliadas a la Cooperativa  COOPMULSOQ son  comerciantes estacionarios  que 

desarrollaron sus labores durante muchos  años en la acera del  extinto  almacén  LEY  ubicado 

en la carrera  5  de la ciudad de Santa Marta. El mencionado almacén durante su funcionamiento, 

en alianza con la Alcaldía  Distrital de Santa Marta bajo el  mandato del entonces alcalde  Hugo 

Gnecco Arregocés y  secretario de  gobierno Ricardo Montoya implementaron una  solución para  

recuperar la acera del  espacio publico fuera de sus  instalaciones. 

 

2. La solución que se llevo acabo  entre el extinto almacén LEY y la  alcaldía distrital  de Santa 

Marta  fue  comprar  un bien inmueble  ubicado en la calle 19  #5-45 y #5-41 de la misma ciudad 

con el único objetivo que  se le fuera entregado a la Cooperativa COOPMULSOQ mediante 

CONTRATO DE COMODATO O PRESTAMO DE USO ( Prueba 1). También se  estipulo  que  

el bien inmueble  debía ser reestructurado para una capacidad de  60  locales comerciales en 

condiciones  dignas  para que los afiliados a la Cooperativa  pudieren  desarrollar sus labores de 

comercio. Así mismo, la administración  distrital de Santa Marta estableció  su apoyo   con los 

comerciantes manifestándoles que  recibirían la posibilidad  de   acceder a unos créditos  

financieros con  intereses  accesibles para que pudieren empezar a laborar en los locales 

asignados en condiciones dignas, función que se hizo con la entidad  FUNDEMICROMAG, a lo 

anterior  se le denomino  “plan semilla”.   

 

3. Seguidamente, culmino el periodo  del  Sr alcalde Hugo  Gnecco  y el proceso en mención no 

logro cumplir el objetivo.  Debido a que la vivienda  aun no estaba en las condiciones pactadas  

y a  solo 8  de los  58 afiliados que tiene la cooperativa COOPMULSOQ  le  lograron otorgar el 

crédito  financiero prometido, crédito que no pudieron  saldar  debido a que no habían podido 

empezar a laborar por  las condiciones de la vivienda  asignada. Es  de precisar, que durante  

todo el tiempo  que la vivienda estuvo asignada a los  afiliados  de la Cooperativa,  ellos estuvieron 

pagando  la celaduría y los servicios  públicos, los cuales los comerciantes  no estaban en 

condiciones económicas para pagar.  

 

 

 

 

 



4. Fue pasando el tiempo en el notorio  incumplimiento por parte de la administración distrital de  Santa 

marta hacia  los comerciantes afiliados a la Cooperativa COOPMULSOQ,  y en ese  lapso de tiempo 

el bien  inmueble  fue  ocupado por  personas  indeterminadas  que NO  están  afiliadas a la 

Cooperativa ni  tienen  ninguna  relación. Motivo por el cual, se genero la problemática que 

actualmente viven los  afiliados  a la Cooperativa.   Debido  que esas personas indeterminadas  están 

laborando en ese bien inmueble inconcluso   hace varios años  sin pagar ningún tipo  de servicio 

publico, deteriorándolo y dándole un uso inadecuado. generando  gastos  a la  administración y  sin 

ninguna  autorización  expresa  por la  alcaldía  distrital.  Toda vez, que  el único objetivo  de ese 

bien inmueble  es para que los  comerciantes  afiliados  a la Cooperativa COOPMULSOQ ejerzan  

sus  labores en forma digna. 

 

5. Con base en lo anterior,  se  programo una  reunión en el  despacho del mandatario en su momento, 

el  Sr  Juan Pablo Diagranados y el secretario de gobierno Cesar Riascos  Noguera en compañía  

del  representante  legal de la cooperativa COOPMULSOQ, con el fin de solucionar la problemática 

con las personas que estaban  habitando el bien inmueble. Reunión  donde  se estipulo en acta, dar  

por  terminado el contrato de comodato   inicial para  que así la administración pudiere llevar  acabo  

un proceso de restitución del inmueble y así poder  adecuarlo en las condiciones dignas para  volver 

a ser  entregado a la  Cooperativa COOPMULSOQ.  (Prueba 2) . Es de precisar que en el año 2007 

el  secretario de gobierno Juan Manuel Noguera Martinez también programo reunión con los afiliados 

a la cooperativa COOPMULSOQ y quedo en firme su decisión favorable de restituirle el bien 

inmueble a los afiliados de la cooperativa (Prueba 3)  

 

6. Seguidamente, la cooperativa  COOPMULSOQ en  vista  de seguir defiendo sus derechos  

constitucionales continuaron presentando requerimientos, buscando una pronta y oportuna  solución. 

El  día  2  de marzo  del 2022   el secretario de  gobierno Sr Bayron Arrieta Jimenez responde  de  

forma negativa la  solicitud (Prueba 4), Alegando que los  afiliados a la cooperativa COOPMULSOQ  

pierden su derecho por haber  arrendado el  bien  inmueble. Afirmando  lo mencionado sin ningún  

argumento como prueba, toda vez que la cooperativa  si ha  demostrado como  ha sido el verdadero 

proceso frente al bien  inmueble.  

 

7. Seguidamente, se evidencia  que  aunque se  le ha reconocido el  derecho a la cooperativa 

COOPMULSOQ en las  fechas anteriores, aun no se ha  logrado hacer efectiva la  recuperación del  

bien inmueble.  Hasta la fecha, todavía  continúan las personas  indeterminadas  deteriorando  el 

bien inmueble y  los comerciantes  afiliados  a la cooperativa  se encuentran en  un estado  de  

vulnerabilidad.   Toda vez que no cuentan con un sitio para  poder laborar  dignamente. En estos 

momentos la administración de Santa Marta se encuentra en un proceso de  recuperación del 

espacio  publico en la carrera quinta y los  afiliados  a la cooperativa se encuentran  desprotegidos 

por la  injusticia mencionada en la que se vieron involucrados. Son Comerciantes que  llevan mas 

de 15  años  laborando en la  carrera quinta y es completamente  injusto  que la administración haga 

caso omiso, respondiendo de forma  inconclusa  e ineficiente, sin tener en cuenta  los 

acontecimientos que se vinieron  desarrollando en fechas anteriores. 

 

 

PETICION 

 

 Con fundamento en los hechos narrados y en las consideraciones expuestas, respetuosamente 

solicito al señor Juez:  

 

1. TUTELAR  a favor de la Cooperativa COOPMULSOQ los derechos  fundamentales invocados. 

Ordenando el cumplimiento de la restitución del bien inmueble  ubicado en la   calle 19  #5-45 y 

#5-41 y se haga efectiva la  entrega en las condiciones materiales pactadas  por la administración 

distrital de Santa Marta, los  cuales    corresponden a  60 locales dentro de la vivienda.  Así 

mismo, se entregue a  paz y salvo los servicios  públicos  del bien inmueble en mención.  

 

2. Ordenar  a la  alcaldía  distrital de Santa Marta hacer seguimiento  a la autoridad competente  

hasta que se haga  verdaderamente  efectiva la entrega del  bien inmueble  a la cooperativa 

COOPMULSOQ mediante  contrato de comodato.  

 

3. Se les  garantice el derecho al trabajo a los afiliados de la Cooperativa  hasta que  se resuelva  

esta  acción  en su  totalidad, permitiéndoles  continuar con sus labores en el espacio  publico  

que actualmente están utilizando por la necesidad mencionada.  

 



 

DERECHOS FUNDAMENTALES VIOLADOS O VULNERADOS 

 

“TRABAJO COMO DERECHO-Implicaciones 
  
El trabajo como derecho, implica una regulación fundada en la libertad para seleccionarlo, por lo que, 
salvo las restricciones legales, consiste  en la realización de una actividad libremente escogida por la 
persona dedicando a ella su esfuerzo intelectual o material, sin que puedan impedírselo los particulares 
ni el Estado a quien, por el contrario,  le compete adoptar las políticas y medidas  tendientes a su 
protección y garantía.     
  

DERECHO AL TRABAJO EN CONDICIONES DIGNAS Y JUSTAS-Objeto 
  
Este derecho comporta la exigencia de su ejercicio en condiciones dignas y justas, es decir, su 
realización en un entorno sin características humillantes o degradantes o que desconozca los principios 
mínimos fundamentales establecidos por la Constitución, y además que permita su desarrollo en 
condiciones equitativas para el trabajador. 
  

DERECHO AL TRABAJO-Presupuesto para protección por tutela 
  
DERECHO AL TRABAJO-Alcance de la regulación por el legislador/DERECHO AL TRABAJO-
Regulación por legislador 

  
El legislador no está habilitado para  imponer límites al trabajo, entendido éste como la facultad de todas 
las personas de ejercer libremente la actividad a la cual deseen dedicarse, pero  sí puede regular el 
derecho al trabajo para determinar su contenido y delimitar sus alcances, siempre bajo condiciones 
dignas y justas y teniendo en cuenta los principios mínimos fundamentales consagrados el artículo 53 
de la Constitución.” 

 

DERECHO AL DEBIDO PROCESO 

“Este es una institución importantísima dentro del derecho moderno, ya que contiene las garantías 

necesarias para el derecho procesal. Se trata de un derecho fundamental reconocido en el derecho 

colombiano y en la mayoría de constituciones modernas. En la Constitución el artículo 29 enuncia la 

institución del debido proceso que reza dentro de sus líneas lo siguiente: El debido proceso se aplicará 

a toda clase de actuaciones judiciales y administrativas. Nadie podrá ser juzgado sino conforme a las 

leyes preexistentes al acto que se le imputa. El derecho a obtener acceso a la justicia. Derecho a la 

independencia del Juez. Derecho a la igualdad entre las partes intervinientes en el proceso. Derecho a 

un Juez imparcial. Derecho a un Juez predeterminado por la ley. La favorabilidad en la pena. Derecho a 

la defensa. Derecho a presentar pruebas. El debido proceso además es considerado un principio jurídico 

procesal según el cual toda persona tiene derecho a ciertas garantías mínimas, tendientes a asegurar 

un resultado justo y equitativo dentro del proceso, y a permitirle tener oportunidad de ser oído y hacer 

valer sus pretensiones frente al juez. De esta forma, el Debido Proceso es el pilar fundamental del 

Derecho Procesal y se expresa en la exigencia de unos procedimientos en los que debe respetarse un 

marco normativo mínimo en pro de la búsqueda de justicia social. El derecho al debido proceso entraña 

el servicio del Estado a través de su administración, remitiendo adicionalmente al artículo 229 de la 

misma Carta Política donde describe que cuando un funcionario omite o extralimita sus poderes dentro 

de un trámite administrativo, no sólo quebranta los elementos esenciales del proceso, sino que 

igualmente comporta una vulneración del derecho de acceso a la administración de justicia, del cual son 

titulares todas las personas naturales y jurídicas, que en calidad de administrados. Es importante que 

se respete el procedimiento requerido para la aplicación del acto administrativo, permitiendo un equilibrio 

en las relaciones que se establecen entre la administración y los particulares, en aras de garantizar 

decisiones de conformidad con el ordenamiento jurídico por parte de la administración. El debido proceso 

debe velar por un procedimiento en el que se dé continuamente el derecho de defensa y de contradicción 

de todas aquellas personas que puedan resultar afectadas con la decisión administrativa De esta forma, 

el debido proceso en materia administrativa busca en su realización obtener una actuación administrativa 

justa sin lesionar a determinado particular. Se busca también un equilibrio permanente en las relaciones 

surgidas del proceso y procedimiento administrativo, frente al derecho substancial y a los derechos 

fundamentales de las personas y la comunidad en general. Es así como la reiterada jurisprudencia trata 

sobre el tema: "La garantía del debido proceso, plasmada en la Constitución colombiana como derecho 

fundamental de aplicación inmediata (artículo 85) y consignada, entre otras, en la Declaración Universal 

de Derechos Humanos de 1948 (artículos 10 y 11), en la Declaración Americana de los Derechos y 

Deberes del Hombre proclamada el mismo año (artículo XXVI) y en la Convención Americana sobre 



Derechos Humanos (Pacto de San José de Costa Rica, 1969, Artículos 8 y 9), no consiste solamente 

en las posibilidades de defensa o en la oportunidad para interponer recursos, como parece entenderlo 

el juzgado de primera instancia, sino que exige, además, como lo expresa el artículo 29 de la Carta, el 

ajuste a las normas preexistentes al acto que se imputa; la competencia de la autoridad judicial o 

administrativa que orienta el proceso; la aplicación del principio de favorabilidad en materia penal; el 

derecho a una resolución que defina las cuestiones jurídicas planteadas sin dilaciones injustificadas; la 

ocasión de presentar pruebas y de controvertir las que se alleguen en contra y, desde luego, la plena 

observancia de las formas propias de cada proceso según sus características" "El derecho al debido 

proceso es el conjunto de garantías que buscan asegurar a los interesados que han acudido a la 

administración pública o ante los jueces, una recta y cumplida decisión sobre sus derechos. El 

incumplimiento de las normas legales que rigen cada proceso administrativo o judicial genera una 

violación y un desconocimiento del mismo." (C-339 de 1996). "El debido proceso constituye una garantía 

infranqueable para todo acto en el que se pretenda - legítimamente- imponer sanciones, cargas o 

castigos. Constituye un límite al abuso del poder de sancionar y con mayor razón, se considera un 

principio rector de la actuación administrativa del Estado y no sólo una obligación exigida a los juicios 

criminales.” "El debido proceso comprende un conjunto de principios, tales como el de legalidad, el del 

juez natural, el de favorabilidad en materia penal, el de presunción de inocencia y el derecho de defensa, 

los cuales constituyen verdaderos derechos fundamentales". "El debido proceso constituye un derecho 

fundamental de obligatorio cumplimiento para las actuaciones tanto judiciales como administrativas, para 

la defensa de los derechos de los ciudadanos, razón por la cual deben ser respetadas las formas propias 

del respectivo proceso. Lo anterior garantiza la transparencia de las actuaciones de las autoridades 

públicas y el agotamiento de las etapas previamente determinadas por el ordenamiento jurídico. Por ello 

los ciudadanos sin distinción alguna, deben gozar del máximo de garantías jurídicas en relación con las 

actuaciones administrativas y judiciales encaminadas a la observancia del debido proceso." (T- 078 de 

1998). "La importancia del debido proceso se liga a la búsqueda del orden justo. No es solamente poner 

en movimiento mecánico las reglas de procedimiento y así lo insinuó Lhering. Con este método se estaría 

dentro del proceso legal pero lo protegible mediante tutela es más que eso, es el proceso justo, para lo 

cual hay que respetar los principios procesales de publicidad, inmediatez, libre apreciación de la prueba, 

y, lo más importante: el derecho mismo. El debido proceso que se ampara con la tutela está ligado a las 

normas básicas constitucionales tendientes al orden justo (para ello nada más necesario que el respeto 

a los derechos fundamentales); ello implica asegurar que los poderes públicos constituidos sujeten sus 

actos (sentencias, actos administrativos) no solamente a las normas orgánicas constitucionales sino a 

los valores, principios y derechos y este sería el objeto de la jurisdicción constitucional en tratándose de 

la tutela". (T- 280 de 1998).”  

 

IGUALDAD 

“En diversas sentencias donde la Corte Constitucional ha determinado que la igualdad es un concepto 

multidimensional pues es reconocido como un principio, un derecho fundamental y una garantía. De esta 

manera, la igualdad puede entenderse a partir de tres dimensiones: i) formal, lo que implica que la 

legalidad debe ser aplicada en condiciones de igualdad a todos los sujetos contra quienes se dirige; y, 

ii) material, en el sentido garantizar la paridad de oportunidades entre los individuos; y, iii) la prohibición 

de discriminación que implica que el Estado y los particulares no puedan aplicar un trato diferente a partir 

de criterios sospechosos construidos con fundamento en razones de sexo, raza, origen étnico, identidad 

de género, religión y opinión política, entre otras. Se tiene que la H Corte Constitucional ha determinado 

que las respuestas de reclamaciones administrativas y su análisis superfluo constituye una amenaza a 

la calidad de concursante, esto implica que se genera un detrimento en las calidades de participante, en 

otras palabras, no es justificación la expedición de un acto que “ extienda argumentos “ en un texto que 

no define nada en concreto, mientras corre una etapa de eliminación en un concurso para la aspiración 

de carrera administrativa, mientras que los demás concursantes, con las mismas o similares 

características continúan en el proceso, véase: H Corte Constitucional Sentencia T 340/2020: “Ahora 

bien, desde una perspectiva general, la Corte ha sostenido que, pese a la existencia de las vías de 

reclamación en lo contencioso administrativo, existen dos hipótesis que permiten la procedencia 

excepcional de la acción de tutela. La primera, se presenta cuando existe el riesgo de ocurrencia de un 

perjuicio irremediable, causal que tiene plena legitimación a partir del contenido mismo del artículo 86 

del Texto Superior y, por virtud de la cual, se le ha reconocido su carácter de mecanismo subsidiario de 

defensa judicial. Y, la segunda, cuando el medio existente no brinda los elementos pertinentes de 

idoneidad y eficacia para resolver la controversia, a partir de la naturaleza de la disputa, de los hechos 

del caso y de su impacto respecto de derechos o garantías constitucionales.” 

 

 



SOLICITUD DE MEDIDA PROVISIONAL 

 

“El Decreto 2.591 de 1.991, por el cual se reglamenta la acción de tutela, establece que el Juez 

Constitucional, cuando lo considere necesario y urgente para proteger un derecho amenazado o 

vulnerado “suspenderá la aplicación del acto concreto que lo amenace o vulnere”. En efecto, el artículo 

7° de esta normatividad señala: 

 “ARTICULO 7o. MEDIDAS PROVISIONALES PARA PROTEGER UN DERECHO. Desde la 

presentación de la solicitud, cuando el juez expresamente lo considere necesario y urgente para proteger 

el derecho, suspenderá la aplicación del acto concreto que lo amenace o vulnere. Sin embargo, a 

petición de parte o de oficio, se podrá disponer la ejecución o la continuidad de la ejecución, para evitar 

perjuicios ciertos e inminentes al interés público. En todo caso el juez podrá ordenar lo que considere 

procedente para proteger los derechos y no hacer ilusorio el efecto de un eventual fallo a favor del 

solicitante. La suspensión de la aplicación se notificará inmediatamente a aquél contra quien se hubiere 

hecho la solicitud por el medio más expedito posible. El juez también podrá, de oficio o a petición de 

parte, dictar cualquier medida de conservación o seguridad encaminada a proteger el derecho o a evitar 

que se produzcan otros daños como consecuencia de los hechos realizados, todo de conformidad con 

las circunstancias del caso. El juez podrá, de oficio o a petición de parte, por resolución debidamente 

fundada, hacer cesar en cualquier momento la autorización de ejecución o las otras medidas cautelares 

que hubiere dictado”. La medida provisional de suspensión de un acto concreto que presuntamente 

amenaza o vulnera un derecho fundamental, pretende evitar que la amenaza al derecho se convierta en 

violación o que la violación del derecho produzca un daño más gravoso que haga que el fallo de tutela 

carezca de eficacia en caso de ser amparable el derecho. Como su nombre lo indica, la medida es 

provisional mientras se emite el fallo de tutela, lo cual significa que la medida es independiente de la 

decisión final. El Juez de Tutela podrá adoptar la medida provisional que considere pertinente para 

proteger el derecho, cuando expresamente lo considere necesario y urgente. Esta es una decisión 

discrecional que debe ser “razonada, sopesada y proporcionada a la situación planteada”[ 

Visto lo anterior, su señoría se procede a solicitar:  

1. Se le garantice el derecho al trabajo a los afiliados de la Cooperativa  hasta que  se resuelva  

esta  acción  en su  totalidad, permitiéndoles  continuar con sus labores en el espacio  

publico  que actualmente están utilizando por la necesidad mencionada.  

 

FUNDAMENTOS DE DERECHO. 

 

Fundamento esta acción en el artículo 86 de la constitución política y sus decretos reglamentarios 2591 

y 306 de 1992. Igualmente, en el artículo 8 de la Declaración Universal de los Derechos Humanos, el 

artículo 2 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos y el artículo 25 de la Convención 

Americana de los Derechos Humanos. 

 

COMPETENCIA. 

 

Es usted, señor(a) Juez, competente en primera instancia, para conocer del asunto, por la naturaleza 

de los hechos, por tener jurisdicción en el domicilio del Accionante y de conformidad con lo dispuesto en 

el decreto 1382 de 2000 y el artículo 1 del Decreto 1983 de 2017: 

 "Artículo 10. Modificación del artículo 2.2.3.1.2.1. Del Decreto 1069 de 2015. Modificase el artículo 

2.2.3.1.2.1 del Decreto 1069 de 2015, el cual quedará así: "Artículo 2.2.3.1.2.1. Reparto de la acción de 

tutela. Para los efectos previstos en el artículo 37 del Decreto 2591 de 1991, conocerán de la acción de 

tutela, a prevención, los jueces con jurisdicción donde ocurriere la violación o la amenaza que motivare 

la presentación de la solicitud o donde se produjeren sus efectos, conforme a las siguientes reglas: (…) 

2. Las acciones de tutela que se interpongan contra cualquier autoridad, organismo o entidad pública 

del orden nacional serán repartidas, para su conocimiento en primera instancia, a los Jueces del Circuito 

o con igual categoría.”  

  

 



JURAMENTO 

 

Manifiesto señor Juez, bajo la gravedad del juramento, que no he interpuesto otra acción de Tutela por 

los mismos hechos y derechos aquí relacionados, ni contra la misma autoridad. 

 

PRUEBAS. 

 

Me permito solicitar se tengan en cuenta las siguientes pruebas documentales: 

 

1. CONTRATO DE COMODATO O PRESTAMO DE USO. 

 

2. ACTA DE REUNION CON SECRETARIO DE GOBIERNO  CESAR  RIASCOS NOGUERA Y  EL 

SR JAIRO  ALBERTO CASTILLO GARCIA REPRESENTANTE DE LA COOPERATIVA 

COOPMULSOQ 

 

3. ACTA DE REUNION  CON SECRETARIO DE GOBIERNO  JUAN MANUEL  NOGUERA 

MARTINEZ  

 

4. RESPUESTA  NEGATIVA A PETICION FIRMADA  POR EL SECRETARIO DE GOBIERNO  

BAYRON ARRIETA JIMENEZ  

 

5. CERTIFICADO DE CAMARA DE COMERCIO DE LA COOPERATIVA MULTIACTIVA DE LOS 

ASOCIADOS DE LA QUINTA. (COOPMULSOQ) 

 

ANEXOS 

 

1. Poder conferido para actuar  

2. Copia de la demanda para el respectivo traslado y para el archivo del despacho  

3. 2 CD; que contienen la demanda en forma digital, para su traslado y copia de archivo  

4. Las enunciadas en el acápite de pruebas 

 

NOTIFICACIONES. 

 

 El suscrito, apoderado JUAN PABLO MEJIA CORDOBA, en la Calle 5 #9A-19 Barrio Pescadito  

de la ciudad de Santa Marta; Celular  3148204758. Correo  electrónico abojuanpablo@gmail.com 

 

 Los accionados: 

 

Alcaldía  distrital de Santa Marta 

Correo electrónico: notificacionesalcaldiadistrital@santamarta.gov.co 

 

Secretaria de Gobierno de  Santa Marta 

Correo electrónico: gobierno @santamarta.gov.co 

 

Unidad defensora del espacio publico  (UDEP) 

secretaria.general@santamarta.gov.co 

 

 

Del señor juez, 

________________________ 

Juan Pablo Mejia Cordoba 

C.C No 1.083.015.332 De  Santa Marta – Magdalena 

T.P No 389941 del  C.S.J  

mailto:abojuanpablo@gmail.com
mailto:secretaria.general@santamarta.gov.co
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JUZGADO SEGUNDO CIVIL MUNICIPAL  

SANTA MARTA – MAGDALENA 

RAD. No. 2022-00626 

 

Santa Marta, veinticuatro (24) de octubre de dos mil veintidós (2022). 

 

La COOPERATIVA MULTIACTIVA DE LOS ASOCIADOS DE LA QUINTA (COOPMULSOQ), a 

través de apoderado, presentó ACCION DE TUTELA en contra de ALCALDIA DISTRITAL DE 

SANTA MARTA, SECRETARIA DE GOBIERNO DE SANTA MARTA, UNIDAD DEFENSORA 

DEL ESPACIO PUBLICO (UDEP) y la entidad FUNDEMICROMAG, por la presunta vulneración de 

los derechos fundamentales al debido proceso, al trabajo y a la igualdad. 

 

De conformidad con lo dispuesto en el artículo 1° del Decreto 1382 de 2000, éste Juzgado es competente 

para conocer del presente asunto, y por reunir los requisitos consagrados en el artículo 14 del Decreto 

2591 de 1991, se admitirá la presente acción de tutela. 

 

1. De la solicitud de medida provisional. 

 

En cuanto a la medida provisional solicitada por la parte accionante en el escrito de acción de tutela, este 

despacho considera lo siguiente: 

 

El artículo 7° del Decreto 2591 de 1991, establece que “Desde la presentación de la solicitud, cuando el 

juez expresamente lo considere necesario y urgente para proteger el derecho, suspenderá la aplicación 

del acto concreto que lo amenace o vulnere”. 

 

El inciso segundo ibídem expresamente señala que en “todo caso el juez podrá ordenar lo que considere 

procedente para proteger los derechos y no hacer ilusorio el efecto de un eventual fallo a favor del 

solicitante”. 

 

En el escrito de acción de tutela solicita la entidad accionante como medida provisional, “Se le garantice 

el derecho al trabajo a los afiliados de la Cooperativa hasta que se resuelva esta acción en su totalidad, 

permitiéndoles continuar con sus labores en el espacio público que actualmente están utilizando por la 

necesidad mencionada”. 

 

En atención a los hechos aludidos en el escrito genitor así como lo dispuesto en las precitadas normas, 

se estima procedente conceder la medida provisional solicitada por la parte accionante, en el sentido de 

ordenar a la ALCALDIA DISTRITAL DE SANTA MARTA, SECRETARIA DE GOBIERNO DE 

SANTA MARTA y a la UNIDAD DEFENSORA DEL ESPACIO PUBLICO (UDEP), que se abstengan 

de ejecutar medidas que impidan a los afiliados de la COOPERATIVA MULTIACTIVA DE LOS 

ASOCIADOS DE LA QUINTA (COOPMULSOQ) laborar en su sitio habitual de trabajo. 

 

En mérito de lo expuesto, se, 

 

RESUELVE: 

 

1.ADMITIR la acción de tutela interpuesta por COOPERATIVA MULTIACTIVA DE LOS 

ASOCIADOS DE LA QUINTA (COOPMULSOQ), a través de apoderado, presentó ACCION 

DE TUTELA en contra de ALCALDIA DISTRITAL DE SANTA MARTA, SECRETARIA DE 

GOBIERNO DE SANTA MARTA, UNIDAD DEFENSORA DEL ESPACIO PUBLICO 

(UDEP) y la entidad FUNDEMICROMAG. 

 



2. REQUIERASE a los entes accionados, para que dentro del término de dos (2) días contados a partir 

de la notificación de esta providencia, se sirva pronunciar en forma clara y detallada sobre los hechos 

expuestos en la Tutela, así como aportar las pruebas que estimen pertinentes. So pena de dar alcance a 

los efectos dispuesto en los artículos 19 y 20 del Decreto reglamentario de la acción. 

 

REQUERIR a la ALCALDIA y a la SECRETARÍA DE GOBIERNO DISTRITAL DE SANTA 

MARTA, para que, en el término arriba detallado, informe la dirección exacta del inmueble que refiere 

la accionante que a título de comodato tiene derecho a recibir para ejercer sus actividades de venta, así 

como los nombres de las personas que actualmente, en calidad de tenedores, se encuentran haciendo uso 

de dicho inmueble. 

 

3. Téngase como prueba los demás documentos acompañados al libelo tutelar por la parte accionante. 

 

4. Decretar como medida provisional, ORDENAR a la ALCALDIA DISTRITAL DE SANTA 

MARTA, SECRETARIA DE GOBIERNO DE SANTA MARTA y a la UNIDAD 

DEFENSORA DEL ESPACIO PUBLICO (UDEP), que se abstengan de ejecutar medidas que 

impidan a los afiliados de la COOPERATIVA MULTIACTIVA DE LOS ASOCIADOS DE LA 

QUINTA (COOPMULSOQ) laborar en su sitio habitual de trabajo, hasta tanto este despacho se 

pronuncie sobre la presunta violación de los derechos fundamentales invocados.  
  

5. Notifíquese esta providencia a quienes fungen como partes en la tutela, por el medio más expedito 

para tal fin. 

 

NOTIFIQUESE Y CUMPLASE,  

Firmado Por:

Sandy Beatriz Loaiza Redondo

Juez

Juzgado Municipal

Civil 002

Santa Marta - Magdalena
 

Este documento fue generado con firma electrónica y cuenta con plena validez jurídica,

conforme a lo dispuesto en la Ley 527/99 y el decreto reglamentario 2364/12
 

Código de verificación: b1f38400be7bf7fa064452a5237489eddcb3f8fe7ff23271b5ad3d027817a616

Documento generado en 24/10/2022 11:00:10 AM

 

Descargue el archivo y valide éste documento electrónico en la siguiente URL: 

https://procesojudicial.ramajudicial.gov.co/FirmaElectronica
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JUZGADO SEGUNDO CIVIL MUNICIPAL  

SANTA MARTA - MAGDALENA 

 

Santa Marta, veintisiete (27) de octubre de dos mil veintidós (2022). 

 

REFERENCIA:     ACCION DE TUTELA 

ACCIONANTE:  COOPERATIVA MULTIACTIVA DE LOS ASOCIADOS DE LA QUINTA 

ACCIONADO:    ALCALDIA DISTRITAL DE SANTA MARTA Y OTROS. 

RADICADO:        2022 – 00626 

 

Estando la presente acción de tutela pendiente para proferir fallo, el juzgado en aras de garantizar el 

derecho de defensa de quienes puedan verse afectados con la decisión o tenga un interés legítimo en 

la misma, considera necesario vincular al presente asunto Constitucional, a los señores VALENTINA 

BERNAL BUELVAS, identificada con la C.C. No 57442039, YENNY ESTER CHEDRAUY, 

identificada con la C.C. No 57437023, JORGE ANTONIO CASADIEGO MANOSALVA, 

identificado con la C.C. No 13362142, ORLANDO CASADIEGO CARDENAS, identificado con la 

C.C. No 7602595, ORLANDO ANTONIO URECHE BLANCO IDENTIFICADO, con la C.C. No 

12609670, ROSARIO ALVAREZ RAMOS, identificada con la C.C. No 33191592, JAVIER 

DOMINGUEZ GUTIERREZ DE PIÑERES, identificado con la C.C. No 8749287, RAFAEL 

ALFONSO VILLAFAÑA CELEDON, identificado con la C.C. No 19612858 y JOSE RAMON 

FUENTES ROJAS, identificado con la C.C. No 70.032.745, por lo tanto, deberán comparecer dentro 

del término de 24 horas siguientes a la notificación de esta providencia, a efectos que puedan emitir 

un pronunciamiento de fondo sobre los hechos originarios de este asunto. 

 

En este mismo sentido, se procede a citar dentro del mismo término, a todas aquellas personas que se 

encuentren ocupando o tengan un interés particular sobre los bienes inmuebles ubicados en la calle 

19 # 5-45 y en la Calle 19 # 5-51 de esta ciudad, para que comparezcan ante este estrado judicial, con 

el objetivo de ejercer su derecho a la defensa, respecto a los hechos generatrices de esta acción. 

 

 Por lo anterior, se, 

 

RESUELVE: 

 

PRIMERO: VINCULAR al presente trámite constitucional a los ciudadanos VALENTINA 

BERNAL BUELVAS, identificada con la C.C. No 57442039, YENNY ESTER CHEDRAUY 

identificada con la C.C. No 57437023, JORGE ANTONIO CASADIEGO MANOSALVA, 

identificado con la C.C. No 13362142, ORLANDO CASADIEGO CARDENAS, identificado con la 

C.C. No 7602595, ORLANDO ANTONIO URECHE BLANCO, identificado con la C.C. No 

12609670, ROSARIO ALVAREZ RAMOS, identificada con la C.C. No 33191592, JAVIER 

DOMINGUEZ GUTIERREZ DE PIÑERES, identificado con la C.C. No 8749287, RAFAEL 

ALFONSO VILLAFAÑA CELEDON, identificado con la C.C. No 19612858 y JOSE RAMON 

FUENTES ROJAS, identificado con la C.C. No 70.032.745, para que, dentro del término de 

veinticuatro (24) horas siguientes a la notificación de esta provincia, comparezcan al presente asunto 

constitucional.  

 

SEGUNDO: por secretaria, elabórese los avisos correspondientes, con la finalidad que comparezcan 

al caso sometido a estudio todas aquellas personas que se encuentre ocupando o tengan un interés 

legítimo sobre los bienes inmuebles ubicados en   la calle 19 # 5-45 y en la Calle 19 # 5-51 de esta 



 

ciudad, los cuales deberán ser fijados en la entrada principal de los mismos. Para lo cual se le otorga 

el termino de veinticuatro (24) horas, contadas a partir de la notificación de este proveído.  

 

De igual forma, realícese la publicación respectiva en el micrositio asignado para este Despacho en 

la página de la Rama Judicial. 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE, 

Firmado Por:

Sandy Beatriz Loaiza Redondo

Juez

Juzgado Municipal

Civil 002

Santa Marta - Magdalena
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